



A LA AGENCIA TRIBUTARIA MADRID
C/ Sacramento 1, 28005 Madrid
AL TRIBUNAL ECONÓMICO-ADMINISTRATIVO MUNICIPAL DE MADRID
C/ Mayor 83, 28013 Madrid


i. D/Dña. con N.I.F XXXXXXX, actuando en nombre y representación de XXXXXXXXXXXXXXXXXXX con N.I.F XXXXXXX, y domicilio a efectos de notificaciones en [CALLE], [NÚMERO], [PISO], [CODIGO POSTAL], [MUNICIPIO], [PROVINCIA], comparece y, como mejor proceda en Derecho,
DICE
ii. Que el pasado XXXXX ha sido notificada la liquidación de la Tasa por Prestación del Servicio de Gestión de Residuos de Competencia Municipal, cuyos principales datos de identificación son los siguientes:
· Núm. referencia:  00XXXXXXXX
· Sujeto pasivo: XXXXXXXXXXXXXXXXXXXX
· Importe: X €

iii. A los efectos oportunos, acompañamos con documento núm. 1 copia del acto impugnado.

iv. Que, contra dicha liquidación, presentamos con el mediante el presente escrito RECLAMACIÓN ECONÓMICO-ADMINISTRATIVA, en el que se incluyen las alegaciones que sustentan nuestra pretensión de acuerdo con lo dispuesto en el artículo 37.2 del Reglamento del TEAMM

v. Asimismo, en virtud de lo establecido en el artículo 37 del Reglamento del TEAM, manifestamos expresamente no haber interpuesto recurso de reposición contra la liquidación ahora impugnada.

ALEGACIONES
PRIMERA. ILEGALIDAD DE LA ORDENANZA FISCAL QUE FUNDAMENTA LA LIQUIDACIÓN IMPUGNADA. La liquidación impugnada se fundamenta en la ordenanza fiscal 8/2024, de 23 de diciembre (publicada en el BOCAM de 27 de diciembre de 2024, en adelante la “OF”), que a su vez fue aprobada con fundamento en la Ley 7/2022, de 8 de abril, de residuos y suelos contaminados para una economía circular.
Pero lo cierto es que la ordenanza fiscal vulnera el mandato contenido en la Ley 7/2022 y, también, algunos de los principios generales de ordenación de las tasas, por lo que adolece de vicios jurídicos relevantes que determinan su anulabilidad, lo que inexorablemente conlleva la nulidad de los actos de aplicación.
Al ser varios los vicios denunciados, pasamos a exponerlos en alegaciones independientes para facilitar su comprensión y enjuiciamiento.

SEGUNDA. ILEGALIDAD DE LA ORDENANZA FISCAL POR NO INCLUIR TODOS LOS ELEMENTOS DE CUANTIFICACIÓN DEL TRIBUTO. El artículo 16 del Texto Refundido de la Ley Reguladora de las Haciendas Locales (TRLRHL) exige que las ordenanzas fiscales regulen todos los elementos de cuantificación del tributo, y el Tribunal Supremo ha establecido en una reiterada jurisprudencia (paradigmáticamente la referida a la tasa de vados de Madrid) que resulta jurídicamente exigible que TODOS los elementos de cuantificación se recojan en la ordenanza fiscal, sin que resulte admisible la remisión de alguno de ellos al informe técnico-económico (ITE).
Sin embargo, la OF no contiene todos los elementos de cuantificación de la tasa, contraviniendo abiertamente ese mandato legal. Esa omisión de datos esenciales para la cuantificación de la tasa se aprecia, en concreto, en relación con distintos parámetros necesarios para cuantificar la llamada “tarifa por generación”.
En efecto, en relación con la “tarifa por generación” de inmuebles de uso residencial, la OF no incluye los siguientes datos imprescindibles para su cuantificación:
a) Número de empadronados. La tasa parece cuantificare en función del número de empadronados en cada vivienda, lo que sería lógico, pero por motivos desconocidos no utiliza el dato concreto referido a cada vivienda (que es un dato que obra en su poder) sino el promedio de empadronados en cada barrio de Madrid. Pero ese dato, esencial para la liquidación del tributo, no se incluye en la OF, sino que aparece recogido en el Anexo 3 del ITE.

b) Número de residuos generados por persona, año y barrio. También es un dato esencial para cuantificar la “tarifa por generación”, pero no se recoge expresamente en la OF, sino que se incluye en el Anexo 12 del ITE.

c) Porcentaje de residuos separados correctamente. Ese dato sí aparece recogido en la OF, en su Anexo A.3, pero lo cierto es que para su aplicación es necesario conocer otro dato referido al porcentaje de residuos separados correctamente por cada vecino o cada barrio, que tampoco está incluido en la ordenanza, sino en el Anexo 5 del ITE.
Algo parecido sucede con la “tarifa por generación” de inmuebles de uso no residencial, cuya cuantificación debe realizarse (según el art. 11.2 de la OF) en función de “las toneladas de residuos que se hubieran generado por dicho uso catastral en la zona homogénea a la que pertenece el distrito en el que se ubica el inmueble”. Pero ese dato no se incluye en la ordenanza reguladora de la tasa, sino en el Anexo 11 del ITE (págs. 93 y 94).
Esa omisión de datos esenciales para la liquidación del tributo es determinante de la ilegalidad de la tasa impugnada por suponer una contravención abierta del mandato contenido en el artículo 16 del TRLRHL, y porque sitúa al contribuyente en una clara posición de indefensión, en tanto que no puede contrastar la recta aplicación de los criterios de cuantificación de la tasa al no contenerse en la disposición general aplicada.

TERCERA. ILEGALIDAD DE LA ORDENANZA FISCAL POR NO DISTRIBUIR LOS COSTES EN FUNCIÓN DE LA GENERACIÓN DE RESIDUOS, COMO EXIGE LA LEY 7/2022. El artículo 11 de la Ley 7/2022 establece un nuevo marco jurídico para el establecimiento de la tasa de residuos, en tanto que exige que la tasa sea no deficitaria, y exige la aplicación del principio pago por generación respecto de cada actividad individualmente considerada.
Sin embargo, la OF realiza una distribución de costes entre los destinatarios del servicio que apenas toma en consideración la generación de residuos, porque distribuye más del 82% de los costes en función del valor catastral, y el 18% restante en función de la generación de residuos, tal y como se desprende de la información contenida en las páginas 54, 56 y 64 del ITE.
Por tanto, es evidente que la ordenanza fiscal impugnada no cumple con “las nuevas exigencias introducidas a través de la Directiva 2018/851 y de la Ley 7/2022 en lo que atañe a la determinación previa del volumen de residuos generados -por generación- respecto de cada actividad individualmente considerada”, como reclama la normativa citada y recordaba la STS de 13 de mayo de 2024 (ECLI:ES:TS:2024:2668).
La tasa, al distribuir el 82% del coste de gestión de residuos en función del valor catastral del inmueble afectado, además de vulnerar el mandato contenido en la Ley 7/2022, aplica un criterio de cuantificación prácticamente coincidente con el establecido en el Impuesto sobre Bienes Inmuebles, lo que resulta claramente contrario a lo exigido por la normativa citada.
Pero la contravención no solo se refiere al hecho de que el 82% de los costes del servicio se distribuyan en función de criterios ajenos a lo dispuesto en la Ley 7/2022, porque también hemos constatado que la llamada “tarifa por generación”, mediante la que se distribuye el 18% de los costes, tampoco toma en consideración debidamente la generación de residuos de los contribuyentes.
En efecto, las reglas de cuantificación de la “tarifa por generación” en inmuebles de uso residencial vulneran el mandato legal de distribuir los costes en función de la generación de residuos por los siguientes motivos
a) Por desconsiderar el número de personas que viven en cada inmueble. El artículo 10 de la OF establece los criterios de determinación de la “tarifa por generación” y, en una primera lectura, parece establecer una graduación de cuotas en función de los residuos generados por cada contribuyente, porque se dice que la tarifa por generación se determina “en función de la cantidad de residuos generados, por persona y año, medida en kilos, en el barrio en el que se ubica, de acuerdo con lo dispuesto en el Anexo A.2”, y a dicha magnitud se le aplicará el denominado “coeficiente de calidad”, que “será el que corresponda, según el barrio en el que se ubique el inmueble, de los establecidos en el Anexo A.3”.

Pero lo cierto es que esos dos criterios de cuantificación de la tarifa por generación están preestablecidos en el ITE por referencia a los barrios o distritos de Madrid, por lo que resulta totalmente irrelevante el número real de empadronados en cada vivienda, así como también resulta irrelevante el volumen de residuos generado por cada inmueble, y el compromiso del contribuyente por discriminar los residuos.

En efecto, la OF, en lugar de realizar una distribución individualizada en función de los residuos realmente generados en cada inmueble, lo que hace es distribuir el volumen total de residuos generados en un barrio entre el número total de empadronados en dicho barrio, y ello determina la cuota aplicable a cada vivienda de ese barrio.

Así se desprende de la parca explicación contenida en la página 72 del ITE, en donde se dice que “puesto que la información disponible se refiere a las toneladas generadas en cada barrio y al objeto de tener en cuenta el volumen de generación en la tarifa, se ha elaborado una clasificación de aquellos, ordenándolos de menor a mayor generación de residuos por persona empadronada, a cada uno de los cuales le correspondería una tarifa cuyo importe representa el coste variable de las toneladas generadas en el barrio por empadronado y por inmueble al año”. 

Por tanto, el número de empadronados en cada vivienda no es relevante para determinar la cuota, porque pagará lo mismo una vivienda con un único empadronado, que otra vivienda del mismo barrio con nueve personas empadronadas, porque a todos los inmuebles de un mismo barrio se les aplica la misma tarifa porque tienen asignados el mismo número de empadronados.

b) Por desconsiderar la actuación de cada contribuyente en la separación de residuos. El artículo 10 de la OF establece este segundo criterio de cuantificación de la “tarifa por generación”, pero también está preestablecido en el ITE por referencia a los barrios o distritos y, por tanto, prescinde de la actuación individual del contribuyente.

Por tanto, la actuación del contribuyente individualmente considerado es totalmente irrelevante para la cuantificación de la tasa, ya que todos los contribuyentes del mismo barrio pagarán la misma cuota con independencia de que realicen una separación de residuos ejemplar o, por el contrario, no realicen ninguna discriminación de residuos.

Así se desprende de la explicación contenida en la página 73 del ITE, en la que ampulosamente se dice que “Con el fin de que los servicios municipales realicen un correcto control sobre los procesos de clasificación y recuperación, dentro del proceso de gestión de residuos implantado en el PTV se realizan caracterizaciones y análisis de residuos para conocer la composición y rechazos”. Pero inmediatamente después se dice que “En el Anexo 5 se recogen los resultados de las caracterizaciones”, y como se advierte en dicho Anexo, el llamado “coeficiente de calidad” está preestablecido en el ITE en función de los distintos distritos de Madrid, lo que impide que una cuantificación de cada actividad individualmente considerada, como exige la jurisprudencia del Tribunal Supremo anteriormente citada.
Por otra parte, las reglas de cuantificación de la “tarifa por generación” en inmuebles de uso no residencial también vulneran el mandato legal de distribuir los costes en función de la generación de residuos por los siguientes motivos:
a) Por desconsiderar la generación de residuos realizada por cada contribuyente. Igual que antes, también aquí se desprecia el dato singularizado de la generación de residuos. Así se desprende de la lectura de la ordenanza y, sobre todo, de los datos contenidos en el Anexo 11 del ITE, en el que se recogen datos del volumen de residuos generados por los distintos inmuebles en función de la “zona homogénea”, y permite constatar que la “tarifa por generación” será la misma para todos los contribuyentes de una misma “zona homogénea” (que, por otro lado, es una zona tan extensa que carece de homogeneidad).

Ello significa que la cuota será la misma para un contribuyente que abra su local un día a la semana y discrimine cuidadosamente los residuos generados, que para otro contribuyente que realice actividades empresariales los siete días de la semana y además no discrimine los residuos. Y ello, como es obvio, es totalmente ilógico y, además, antijurídico, porque vulnera lo dispuesto en la Ley 7/2022.

Lo mismo sucede con el “coeficiente de calidad”, que es el segundo criterio de cuantificación de la “tarifa por generación”, que también está preestablecido en el ITE por referencia a los barrios o distritos y, por tanto, prescinde de la actuación individual del contribuyente, en los términos explicados en el fundamento jurídico anterior.

b) Por dar el mismo trato a todas las actividades que tienen el mismo uso catastral, aunque resulte evidente que generan distinto nivel de residuos. La lectura del artículo 11 de la OF revela que, en el caso de inmuebles no residenciales, tanto la tarifa básica como la tarifa por generación se determinan en función del “uso catastral”.

La regla sería razonable si los diferentes “usos catastrales” agruparan inmuebles similares, es decir, inmuebles con una capacidad similar de generación de residuos. Pero lo cierto es que no es así, porque esa clasificación fue realizada hace muchos años con la finalidad de agrupar inmuebles que tienen costes de construcción similares, por lo que es perfectamente posible que distintos inmuebles con un mismo “uso catastral” realicen actividades totalmente distintas en las que la capacidad de generación de residuos sea totalmente diferente.

Así, por poner solo un ejemplo, podemos destacar que en los inmuebles que tienen reconocido catastral de “culturales y religiosos” se incluyen existen unas enormes diferencias de actividad y de generación de residuos, como son los “internados”, los “colegios mayores”, las “bibliotecas” o las “capillas”. Consecuentemente, la OF les aplica las mismas reglas de cuantificación a unos y otros, cuando es evidente que la generación de residuos es mucho mayor en un colegio mayor que en una biblioteca.

c) Por agrupar miles de inmuebles en las llamadas “zonas homogéneas”, aplicándoles el mismo jurídico pese a la existencia de diferencias relevantes. Resulta totalmente insólito, pero la ordenanza fiscal da el mismo trato a los distintos inmuebles en función de las llamadas “zonas homogéneas”, pese a que cada una de esas zonas tiene una enorme extensión y ello impide considerar que los inmuebles comprendidos en la misma sean homogéneos. 

En concreto, la ordenanza fiscal considera que todo Madrid se puede compartimentar en 6 zonas homogéneas, que son las siguientes:
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Esta regla implica que, a los efectos de cuantificar la tarifa por generación, resulte totalmente indiferente la actuación individual del contribuyente. Lo únicamente relevante será el barrio en el que se desarrolle la actividad, porque según esa regla todas las actividades de Madrid se pueden agrupar en esas 6 grandes zonas homogéneas, en las que el Ayuntamiento considera que el comportamiento de todos los contribuyentes es similar.

Y la segunda regla de objetivación se contiene en el ITE, en donde se contienen unas tablas en las que se identifica el volumen de residuos generados por cada uno de los inmuebles que tienen el mismo uso catastral. Ello significa que, de acuerdo con el ITE, un inmueble de uso catastral ocio hostelería genera un volumen de residuos anual totalmente distinto según el barrio en el que se ubica, exigiéndose a los restaurantes del barrio del barrio de Carabanchel o Usera una tarifa cinco veces superior a la exigida a otro local de las mismas características que estuviera en el barrio de Villaverde, lo que resulta absolutamente inverosímil. 

CUARTA. INJUSTIFICADA REGLA DE NO SUJECIÓN DE LOS INMUEBLES EN LOS QUE SE ENTREGA LA TOTALIDAD DE LOS RESIDUOS A UN GESTOR AUTORIZADO. El artículo 4 de la OF establece la no sujeción a la tasa en los supuestos de inmuebles en los que se ejerzan actividades, “cuando los poseedores o productores de residuos hubieran entregado la totalidad de los residuos generados a un gestor autorizado”.
Se trata de una regla injustificada e injustificable, porque los titulares de esos inmuebles también se benefician de la existencia de un servicio general de retirada y tratamiento de residuos y, por tanto, deberían contribuir a su financiación. Así, se por ejemplo, se podría eximir a estos inmuebles del pago de la llamada “tarifa por generación”, o se podría reducir su cuota a la mitad, pero lo cierto es que sí deberían contribuir a la financiación de un servicio público que les beneficia: por su mera existencia, y porque en cualquier momento podrían utilizarlo (distraídamente, por el cese de actividad de la empresa privada contratada).
Esta irregularidad debe ser expresamente denunciada porque, contra lo que se pudiera pensar, la regla de no sujeción establecida para ese grupo de contribuyentes tiene una clara repercusión en la tributación del resto de contribuyentes, porque, al configurarse la tasa como un tributo de cupo o reparto (en el que el coste del servicio se distribuye entre los beneficiados del mismos), el resultado de disminuir el número de contribuyentes es un incremento de cuota de los que sí tienen la consideración de contribuyentes. 

QUINTA. PROYECCIÓN DE LAS ILEGALIDADES ANTERIORES EN LA LIQUIDACIÓN IMPUGNADA. Las ilegalidades recogidas en los apartados anteriores determinan la ilegalidad de la ordenanza fiscal, lo que conlleva la ilegalidad de los actos dictados en aplicación de la misma, como la liquidación impugnada en la presente reclamación.
Además, debemos destacar expresamente que las irregularidades de las reglas de cuantificación de la tasa expuestas en las alegaciones anteriores conllevan la ilegalidad de la liquidación impugnada porque, al configurarse la tasa de residuos como un tributo de cupo o reparto, las cuotas incorrectamente cuantificadas para algunos contribuyentes determinan una disminución de ingresos que conlleva necesariamente un incremento de las cuotas del resto de contribuyentes. Por ello, la incorrecta cuantificación de las liquidaciones de un grupo de contribuyentes determina la ilegalidad de todas las liquidaciones, porque la Ley 7/2022 exige que la tasa no sea deficitaria y por ello se ha distribuido el coste total de prestación del servicio entre todos los contribuyentes.
De todo lo expuesto se desprende que la liquidación impugnada, así como la disposición general que la sustenta, son claramente ilegales.
Por todo lo expuesto,
SOLICITO A LA AGENCIA TRIBUTARIA DE MADRID que tenga por presentada la reclamación económica-administrativa y la remita al Tribunal Económico-Administrativo Municipal de Madrid, junto con el expediente administrativo, a fin de continuar con la tramitación de la reclamación.
Asimismo,
SOLICITO AL TRIBUNAL ECONÓMICO-ADMINISTRATIVO MUNICIPAL DE MADRID que continúe con la tramitación del procedimiento y dicte en su día resolución estimando la presente reclamación y ordenando la anulación del acuerdo impugnado, así como el reembolso de las cantidades satisfechas en pago de las liquidaciones impugnadas con los correspondientes intereses devengados desde el momento de su ingreso.
Todo ello por ser de justicia que respetuosamente pido en Madrid, a [DIA] de [MES] de [AÑO].
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A los efectos anteriores, los distritos de Madrid quedan divididos en las siguientes zonas
homogéneas:

ho '::;‘Znea Distrito
1 Arganzuela, Retiro, Salamanca, Chamartin y Chamberi
2 Fuencarral, Moncloa-Aravaca y Hortaleza
3 Usera, Moratalaz, Vicalvaro, San Blas y Barajas
4 Tetuan, Latina, Carabanchel, Puente de Vallecas, Villa de Vallecas y Ciudad
Lineal
5 Villaverde
6 Centro





